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ADMISIBILIDAD
MÁRCIO MANOEL FRAGA y NANCY VICTOR DA SILVA (PRECATÓRIOS)
BRASIL

20 de marzo de 2012
I. RESUMEN

1.
El 25 de mayo de 2001 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Nancy Victor da Silva (“la peticionaria”) en la cual se solicita que la CIDH aclare las razones de la muerte de Márcio Manoel Fraga (“la presunta víctima”), hijo de la peticionaria, ocurrida el 27 de marzo de 1999 en el Hospital Penitenciario “Fábio Soares Maciel” de Rio de Janeiro.  Asimismo, la peticionaria acudió a la Comisión Interamericana por la falta de cumplimiento de una sentencia judicial firme en el marco de una acción civil por la muerte de la presunta víctima.  Según lo alegado, el estado de Rio de Janeiro no pagó la indemnización dispuesta por dicha sentencia, debido a que el pago se encuentra vinculado a un título ejecutivo judicial (precatório).  La peticionaria no hace referencia a artículos o disposiciones específicas de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana”).
2.
El Estado argumenta que la muerte de la presunta víctima en el hospital penitenciario se dio por causas naturales, ya que la autopsia señala que la causa de muerte fue una bronconeumonía.  Asimismo, Brasil alega que la peticionaria interpuso una acción civil de indemnización por daños contra Rio de Janeiro el 29 de enero de 2002, y que dicha acción fue juzgada procedente en base a la responsabilidad objetiva del Estado, y el tribunal condenó el Estado a pagar a la peticionaria el monto de R$ 49.837,90 (cuarenta y nueve mil, ochocientos y treinta y siete reais, y noventa centavos) por daños morales.  El Estado agrega que el respectivo precatório fue expedido a favor de la peticionaria en 2009, conforme a la legislación interna, y que no ha sido pagado hasta la fecha debido a que la Constitución brasileña establece un orden de prelación para el pago de dichos títulos.  En base a lo anterior, el Estado solicita que la CIDH archive el expediente de esta petición.

3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar la posición de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la CIDH decide declarar el caso parcialmente admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  Por otra parte, la CIDH declara inadmisible lo alegado respecto al tratamiento de la presunta víctima y los golpes supuestamente sufridos en manos de policías militares de Rio de Janeiro durante su arresto el 11 de febrero de 1999, porque la peticionaria no interpuso ni agotó los recursos de jurisdicción interna; y porque la petición no expone hechos que caractericen una posible violación de los derechos garantizados por la Convención Americana, conforme al artículo 47.b del mismo instrumento internacional.  En consecuencia, la Comisión Interamericana decide notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4.
La petición fue recibida el 25 de mayo de 2001.  Mediante nota de 4 de junio de 2001, la CIDH transmitió la denuncia al Estado para que presentara su contestación.  En virtud de la falta de respuesta del Estado, el 14 de enero de 2009, la Comisión Interamericana reiteró su anterior solicitud de información al Estado, así como solicitó a la peticionaria que presentara información actualizada, específicamente sobre los requisitos de admisibilidad de la petición.
5.
El  Estado dio respuesta a la petición el 21 de julio de 2009.  La peticionaria sometió información adicional en las siguientes fechas: 27 de octubre de 2009, 23 de marzo de 2010 y 29 de abril de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  Por su parte, el Estado envió información adicional en las siguientes fechas: 18 de junio de 2010, 14 de julio de 2010 y 15 de diciembre de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a la peticionaria.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de la peticionaria
6.
La peticionaria acudió a la Comisión Interamericana a fin de aclarar las razones de la muerte de la presunta víctima, su hijo de 22 años de edad.  La peticionaria sostiene que la presunta víctima habría sido golpeada por policías militares del estado de Rio de Janeiro durante su arresto in flagrante delicto, el 11 de febrero de 1999.  En virtud de lo anterior, alega que la presunta víctima ingresó a la cárcel del 14º Distrito Policial con fiebre, dolor en la garganta y en el área genital.  Agrega la peticionaria que aproximadamente el 19 de marzo de 1999, la presunta víctima habría sido trasladada al Hospital Penitenciario ”Fábio Soares Maciel” en razón de sus problemas de salud  y que habría muerto en dicho hospital el 27 de marzo de 1999. 
7.
Asimismo, la peticionaria sostiene que ganó una acción civil de indemnización contra el estado de Rio de Janeiro, en razón de la muerte de la presunta víctima bajo custodia del Estado.  Sin embargo, la peticionaria indica que no ha recibido la respectiva indemnización, debido a que ese pago se encuentra vinculado a un título ejecutivo judicial (precatório).
B. Posición del Estado

8.
El Estado indica que, conforme a la autopsia realizada, la muerte de la presunta víctima en el hospital penitenciario ocurrió en virtud de bronconeumonía, es decir, se dio por causas naturales.  Brasil agrega que el 29 de enero de 2002 la peticionaria interpuso una acción civil de indemnización por daños contra Rio de Janeiro (Acción Civil n. 2002.001.021529-6); y que dicha acción fue juzgada procedente y condenó el Estado a pagarle el monto de de R$ 49.837,90 (cuarenta y nueve mil, ochocientos y treinta y siete reais, y noventa centavos) por daños morales.
9.
El Estado indica que la acción de indemnización interpuesta por la peticionaria ya adquirió calidad de cosa juzgada.  Aclara además que la referida decisión se basó en la responsabilidad objetiva del Estado, debido a que la presunta víctima se encontraba bajo su custodia cuando ocurrió su muerte por bronconeumonía.  El Estado agrega asimismo que la presunta víctima no habría denunciado maltrato alguno durante su detención el 11 de febrero de 1999; y que el examen realizado al señor Fraga tras su detención no demostraba indicio alguno de golpes, malos tratos o tortura.
10.
Asimismo, el Estado observa que en 2009 fue expedido el respectivo precatório a favor de la peticionaria, conforme a la legislación interna, y que no ha sido pagado hasta la fecha porque la Constitución brasileña establece un orden de prelación para el pago de tales títulos.  En base a lo anterior, el Estado solicita que la CIDH archive el expediente de esta petición.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia
11.
La peticionaria se encuentra facultada, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH.  La petición señala como presuntas víctimas a personas, respecto de quienes el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos reconocidos en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana observa que Brasil es parte en la Convención Americana desde el 25 de septiembre de 1992, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado Parte en dicho tratado.
12.
Respecto de la competencia ratione temporis, la Comisión Interamericana toma nota, que la peticionaria denuncia hechos iniciados el 11 de febrero de 1999, cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado.  Finalmente, la CIDH tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B. Agotamiento de los recursos internos

13.
El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige como requisito para la admisión de una petición por la CIDH el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención Americana prevé que dicho requisito no resulta aplicable cuando: (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
14.
La CIDH solicitó información concreta sobre el agotamiento de los recursos internos a la peticionaria el 31 de marzo de 2010, el 20 de abril de 2010 y el 17 de mayo de 2010.  Específicamente, la CIDH solicitó información sobre la existencia de una investigación penal respecto del tratamiento de la presunta víctima durante su arresto el 11 de febrero de 1999.  Pese a lo anterior, la peticionaria no ha informado específicamente sobre el requisito de previo agotamiento de los recursos internos respecto a ello.  Asimismo, la CIDH observa que el expediente de la petición no contiene información sobre denuncia alguna de la peticionaria o de la presunta víctima respecto del tratamiento de la presunta víctima, ni de los golpes supuestamente sufridos en manos de policías militares de Rio de Janeiro durante su arresto el 11 de febrero de 1999
.  Asimismo, conforme a la prueba presentada por el Estado y no contestada por la peticionaria, la muerte de la presunta víctima en el hospital penitenciario habría ocurrido en virtud de bronconeumonía, es decir, supuestamente se dio por causas naturales
.  Por lo tanto, la Comisión Interamericana decide que la presente petición es inadmisible respecto de los referidos alegatos, porque no cumple con el requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana, ni tampoco presenta elementos que caractericen prima facie una violación de los derechos garantizados en ella, conforme al artículo 47.b del mismo instrumento internacional.

15.
Por otra parte, la CIDH observa que la peticionaria interpuso una acción civil de indemnización por daños morales contra el estado de Rio de Janeiro (Acción Civil n. 2002.001.021529-6) el 29 de enero de 2002
, en virtud de supuesta “negligencia en la asistencia médica recibida”
.  Asimismo, la CIDH toma nota que la referida acción de indemnización resultó en sentencias de primera y segunda instancia favorables a la peticionaria, y que las referidas decisiones judiciales ya adquirieron calidad de cosa juzgada
.  No obstante lo anterior, conforme a la información proporcionada por ambas partes (supra paras. 7 y 10), hasta la fecha el Estado no ha pagado el respectivo precatório.
16.
Respecto de la falta de pago de un precatório debido por el Estado brasileño, la CIDH ya ha adoptado una decisión de admisibilidad sobre ese tema, en el Informe 144/11 sobre la P-1050-06 (Pedro Stábile Neto y otros funcionarios del municipio de Santo André), del 31 de octubre de 2011
.  En aplicación de la práctica de adoptar decisiones per curiam
, respecto del examen de admisibilidad del presente asunto, la Comisión Interamericana concluye que la legislación brasileña no contempla recursos judiciales efectivos y adecuados para asegurar el pago de los precatórios debidos por el Estado.  Por lo tanto, se aplica a la presente petición la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana, en lo relativo al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna.  Conforme a la información disponible, el presunto incumplimiento de la referida sentencia judicial definitiva o, en otras palabras, la falta de pago del referido precatório continúa hasta la presente fecha, por tanto la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, en conformidad con el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.  Asimismo, la Comisión Interamericana concluye que están cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

17.
Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen que el peticionario identifique los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la CIDH, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión Interamericana, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable; y eventualmente establecer que tal disposición ha sido violada, si los hechos alegados fueran probados mediante elementos suficientes.  En este caso, por lo tanto, la CIDH establece que si se prueban verdaderos, los alegatos de la peticionaria podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado.

18.
Consecuentemente, la CIDH decide que la petición es admisible respecto de los referidos derechos consagrados en la Convención Americana.  Por otro lado, respecto de las alegaciones referidas en el párrafo 14 supra, la CIDH resuelve que la petición es inadmisible porque no cumple con el requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana, ni tampoco expone hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados en ella, conforme al artículo 47.b del mismo instrumento internacional.
IV. CONCLUSIONES

19.
La CIDH concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:
 
1.
Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado;
 
2.
Declarar inadmisibles los alegatos referidos en el párrafo 14 del presente informe;

3.
Notificar esta decisión al Estado y a la peticionaria;
 
4.
Continuar con el análisis del fondo del asunto;
5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Auto de Exame de Corpo de Delito. Anexo de la comunicación del Estado del 14 de julio de 2010 – Copias del expediente de la Acción Civil 2002.001.021529-6, pág. 64.  En efecto, dicho documento indica que la presunta víctima declaró haber convulsionado durante su arresto, razón por la cual presentaba una pequeña herida en su rodilla izquierda.


� Auto de Exame de Corpo de Delito. Anexo de la comunicación del Estado del 14 de julio de 2010 – Copias del expediente de la Acción Civil 2002.001.021529-6, pág. 64. La causa mortis, además, habría sido corroborada por un peritaje complementar requerido en el marco de la referida acción civil (Véase Peritaje del Dr. Luíz Carlos Marinho. Anexo de la comunicación del Estado del 14 de julio de 2010 – Copias del expediente de la Acción Civil 2002.001.021529-6, págs. 103-105).


� Posteriormente a la presentación de la petición a la Comisión Interamericana.


� Véase petición de la acción de responsabilidad civil por daños morales de 29 de enero de 2002.. Anexo de la comunicación del Estado del 14 de julio de 2010 – copias del expediente de la Acción Civil 2002.001.021529-6, págs. 02-08.


� Véase decisión de primera instancia del 14 de marzo de 2006; decisión de segunda instancia del 6 de junio de 2007; oficio del estado de Rio de Janeiro en que informa que no interpondría recursos adicionales; y certificado de 17 de agosto de 2007. Anexo de la comunicación del Estado del 14 de julio de 2010 – copias del expediente de la Acción Civil 2002.001.021529-6, págs. 147-149, 197-201, 203-204, respectivamente.


� Véase también, sobre el mismo tema, CIDH. Informe No. 145/11, Admisibilidad, Petición 1140-04, Clélia de Lurdes Goldenberg y Rita de Cassia da Rosa, 31 de octubre de 2011.


� Véase CIDH. Informe No. 133/09, Inadmisibilidad, Petición 989-04, Contribución a la seguridad social de funcionarios públicos jubilados y pensionistas – Sindicato de los Médicos del Distrito Federal (Brasil), 12 de noviembre de 2009, párr. 21; e Informe No. 134/09, Inadmisibilidad, Peticiones 1133-04 y 115-05, Contribución a la seguridad social de funcionarios públicos jubilados y pensionistas – UNAFISCO, CONAMP y otros (Brasil), 12 de noviembre de 2009, párr. 23.
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